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BLOQUE I 
 

 

TEMA 4 

 

 LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL. 

 

Artículo 19 (se añaden los apartados 5 y 6) 

5. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Juzgado 
Privativo de Aguas de Orihuela y Pueblos de su Marco. 

6. Se reconoce el carácter de tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Tribunal 
del Comuner del Rollet de Gràcia de l’Horta d’Aldaia. 

Artículo 57 (se modifica los números 2º y 3º del apartado 1) 

2º. De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, 
Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del 
Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros 
del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 
Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la 
Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de 
Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Fiscal 
Europeo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros 
del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, 
determinen los Estatutos de Autonomía 

3º. De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia 
Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados. 

Artículo 61 (se añade un párrafo segundo al apartado 2) 

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los 
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no 
formará parte de la misma para enjuiciarlas. 

Artículo 65 (se añade la letra f) al apartado 1º y se modifica el 5º) 

f) Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 
2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, cuando aquella hubiera decidido 
ejercer su competencia. 

5º. De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y otras resoluciones de los 
Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción, incluidas sus 
funciones como Juzgados de garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía 
Europea, y del Juzgado Central de Menores. 

Artículo 73 (se añade un párrafo segundo al apartado 4) 

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros 
de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de 
la misma para enjuiciarlas. 
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Artículo 87 ter (se añade la letra h) al apartado 2) 

h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico 
matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, 
así como los que se insten frente a estos herederos. 

Artículo 88 (se añaden los párrafos segundo y tercero) 

Los Juzgados Centrales de Instrucción conocerán, como Jueces de garantías, de las peticiones 
de la Fiscalía Europea, relativas a la adopción de medidas cautelares personales, la 
autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya 
adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente 
determine la ley. 

Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos de los 
Fiscales europeos delegados. 

 

 LEY 50/1981, DE 30 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE REGULA EL ESTATUTO 
ORGÁNICO DEL MINISTERIO FISCAL. 

Artículo tercero (se modifica el apartado 4)  

4. Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos, sin perjuicio de la 
competencia de la Fiscalía Europea para ejercer la acción penal y solicitar la apertura de 
juicio oral por los delitos contra los intereses financieros de la Unión que asuma de 
acuerdo con su normativa, u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda. 

Artículo cuarto (se añade el apartado uno bis) 

Uno bis Interesar la notificación de cualquier resolución de la Fiscalía Europea en asuntos 
en que esta haya intervenido, debiendo colaborar con aquella en las 
investigaciones que asuma, cuando sea requerido para ello. 

 

 LEY ORGÁNICA 5/1995, DE 22 DE MAYO, DEL TRIBUNAL DEL JURADO 

Artículo 1 (se modifica el apartado 3) 

3. El juicio del Jurado se celebrará solo en el ámbito de la Audiencia Provincial y, en su caso, 
de los Tribunales que correspondan por razón del aforamiento del acusado. En todo caso 
quedan excluidos de la competencia del Jurado los delitos cuyo enjuiciamiento venga 
atribuido a la Audiencia Nacional y aquellos cuya competencia haya sido asumida por la 
Fiscalía Europea 

 

TEMA 8 

 

 LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO. 
(Extracto) 

Artículo 50. Trámites preceptivos para la suscripción de convenios y sus efectos (Se modifica 
el apartado 2) 

2. Los convenios que suscriba la Administración General del Estado o sus organismos 
públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes se acompañarán 
además de: 
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a) El informe de su servicio jurídico, que deberá emitirse en un plazo máximo de siete 
días hábiles desde su solicitud, transcurridos los cuales se continuará la tramitación. 
En todo/ caso, dicho informe deberá emitirse e incorporarse al expediente antes de 
proceder al perfeccionamiento del convenio. No será necesario solicitar este informe 
cuando el convenio se ajuste a un modelo normalizado informado previamente por 
el servicio jurídico que corresponda. 

b) Cualquier otro informe preceptivo que establezca la normativa aplicable, que deberá 
emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde su solicitud, transcurridos 
los cuales se continuará la tramitación. En cualquier caso, deberán emitirse e 
incorporarse al expediente todos los informes preceptivos antes de proceder al 
perfeccionamiento del convenio. 

c) La autorización previa del Ministerio de Hacienda y Función Pública para su firma, 
modificación, prórroga y resolución por mutuo acuerdo entre las partes, que deberá 
emitirse en un plazo máximo de siete días hábiles desde la solicitud, transcurridos los 
cuales se continuará la tramitación. En todo caso dicha autorización deberá emitirse 
e incorporarse al expediente antes de proceder al perfeccionamiento del convenio. 

Cuando el convenio a suscribir esté excepcionado de la autorización a la que se 
refiere el párrafo anterior, también lo estará del informe del Ministerio de Política 
Territorial. 

No obstante, en todo caso, será preceptivo el informe del Ministerio de Política 
Territorial, respecto de los convenios que se suscriban entre la Administración 
General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes, con las Comunidades Autónomas o con Entidades Locales 
o con sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, en los casos siguientes: 

1. Convenios cuyo objeto sea la cesión o adquisición de la titularidad de 
infraestructuras por la Administración General del Estado. 

2. Convenios que tengan por objeto la creación de consorcios previstos en el 
artículo 123 de esta ley. 

d) Cuando los convenios plurianuales suscritos entre Administraciones Públicas incluyan 
aportaciones de fondos por parte del Estado para financiar actuaciones a ejecutar 
exclusivamente por parte de otra Administración Pública y el Estado asuma, en el 
ámbito de sus competencias, los compromisos frente a terceros, la aportación del 
Estado de anualidades futuras estará condicionada a la existencia de crédito en los 
correspondientes presupuestos. 

e) Los convenios interadministrativos suscritos con las Comunidades Autónomas serán 
remitidos al Senado por el Ministerio de Política Territorial. 

Artículo 103. Definición (Se da una nueva redacción al apartado 1) 

1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad 
jurídica propia, patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian con 
ingresos de mercado, a excepción de aquellas que tengan la condición o reúnan los 
requisitos para ser declaradas medio propio personificado de conformidad con la Ley de 
Contratos del Sector Público, y que junto con el ejercicio de potestades administrativas 
desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes 
de interés público, susceptibles de contraprestación. 
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Artículo 122. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y 
patrimonial (se modifica el apartado 3) 

3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito el consorcio, 
deberá realizar la auditoría de las cuentas anuales de aquellos consorcios en los que, a 
fecha de cierre del ejercicio, concurran, al menos, dos de las tres circunstancias 
siguientes: 

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros. 

b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los 
consorcios del sector público administrativo, o la suma del importe de la cifra de 
negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de los pertenecientes al sector 
público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros. 

c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 
50. 

Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en cuenta lo siguiente: 

a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos de las 
citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente producirá 
efectos en cuanto a lo señalado si se repite durante dos ejercicios consecutivos. 

b) En el primer ejercicio económico desde su constitución o su adscripción al sector 
público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en los apartados 
anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de 
las tres circunstancias que se señalan. 

Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de someter las 
cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de control interno 
podrán, en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de control y auditoría. 

Artículo 128. Definición y actividades propias (se modifica) 

1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos 
siguientes: 

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos 
integrantes del sector público institucional estatal, o bien reciban dicha aportación 
con posterioridad a su constitución. 

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por 
bienes o derechos aportados o cedidos por la Administración General del Estado o 
cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional estatal con 
carácter permanente. 

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes de la 
Administración General del Estado o del sector público institucional estatal. 

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin 
ánimo de lucro, para el cumplimiento de fines de interés general, con independencia de 
que el servicio se preste de forma gratuita o mediante contraprestación. 

Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito competencial de las 
entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los 
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo 
previsión legal expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. 



 

 

 

 

ADENDA ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JUNIO 2021 – Vol I 

 www.academiatamargo.com 
Página 5 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
JUNIO 2021 

 

En la denominación de las fundaciones del sector público estatal deberá figurar 
necesariamente la indicación «fundación del sector público» o su abreviatura «F.S.P.». 

3.  Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse 
previsto la posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del sector público 
pueda existir aportación del sector privado de forma no mayoritaria. 

Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones (se añade la letra g) al apartado 2 y 
el apartado 5) 

g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a la 
Administración General del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se 
adscribirá a la administración que decida su patronato. 

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico financiero y de 
control de la Administración Pública a la que estén adscritas. 

Artículo 142. Técnicas de colaboración (se modifica) 

Las obligaciones que se derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de las 
siguientes técnicas: 

a) El suministro de información, datos, documentos o medios probatorios que se hallen a 
disposición del organismo público o la entidad al que se dirige la solicitud y que la 
Administración solicitante precise disponer para el ejercicio de sus competencias. 

b) La colaboración a fin de proporcionar la inclusión en un sistema integrado de 
información de las respectivas áreas personalizadas o carpetas ciudadanas, o 
determinadas funcionalidades de las mismas, de forma que el interesado pueda acceder 
a sus contenidos, notificaciones o funcionalidades mediante procedimientos seguros 
que garanticen la integridad y confidencialidad de los datos de carácter personal, 
independientemente de cuál haya sido el punto de acceso. 

c) El desarrollo de la Plataforma Digital de Colaboración entre las Administraciones 
Públicas como instrumento destinado a facilitar las relaciones y el soporte electrónico 
de los órganos integrantes del sistema de Conferencias Sectoriales y en general de los 
órganos de cooperación, así como de otras de plataformas comunes para el intercambio 
de datos en el ámbito de todas las administraciones públicas. 

d) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con 
el fin de disponer de datos actualizados, completos y permanentes referentes a los 
diferentes ámbitos de actividad administrativa en todo el territorio nacional. 

e) El deber de asistencia y auxilio, para atender las solicitudes formuladas por otras 
Administraciones para el mejor ejercicio de sus competencias, en especial cuando los 
efectos de su actividad administrativa se extiendan fuera de su ámbito territorial. 

f) Cualquier otra prevista en una Ley. 

 


